
istas las actuales pautas <le comportamiento 
y el marco normativo aplicable, hablar de la 
existencia de un mercado ele suelo en nues­
tro país tie ne mucho de etéreo. En todo ca­
so, esta1íamos ante un mercado sumamente 
intervenido y, no obstante -o tal vez a causa 
de ello-, especulativo en extremo. La re íle­
xión e n torno a si una situadón como la des­
crita es o no la más eficie nte de cara a opti­
mizar la utilización pública de los recursos 
de suelo centra los términos de un debate 
de plena actualidad. En efecto, recie nte­

mente han visto la luz opiniones favorables a una drás­
tica des regulación de esta materia, de forma tal que se 
posibilite la concurrencia de pautas de mercado neta­
mente liberales, suje tas a la libre íluctuación de las 
fuerzas de la ofe1ta y la demanda. Corn o es obvio, de in­
mediato han surgido opiniones en de fensa del mante­
nimiento de una política intervencionista en mayor o 
menor grado. 

De cualquier forma, y sin dejar ele subrayar la im­
pmtancia del debate, e l marco legal es el que es y, por el 
momento, lo que importa es re ílcxionar sobre dicho 
marco, al objeto de evitar las disfunciones que puedan 
darse y resaltar las ventajas que el sistema ofrece. Es 
por ello por lo que, más que al me rcado, procede refe­
rirse a la política de suelo; y tratar de la política de sue­
lo no es sino tratar de la intervención del Estado sobre 
el mercado de suelo, inte rve nción a cuyos e fectos la 
Administración cuenta con una serie de instrumentos 



normativos, fiscales y, fundamentalmente, de planifi­
cación. 

Esta revista ha dedicado numerosas páginas a la pla­
nificación urbanística. En esta ocasión volvemos sobre 
el tema, si bie n desde una perspectiva de mayor globa­
lidad , esto es, no circunscrita a aspectos estrictamente 
urbanístkos, sino re ferida a las diversas actuaciones 
que configuran o tienden a configurar una política de 
ordenación territorial. Dada la estructura territorial 
del Estado, y teniendo en cuenta los ámbitos de com­
pe tencia asumidos al respecto por las Comunidades 
Autónomas, a través de los Estatutos de Autonomía, y 
por los municipios, a través de la normativa reguladora 
de las e ntidades locales, resulta fundame ntal desde es­
ta perspectiva el análisis de la concurrencia de tales 
ámbitos competenciales, que, de una parte , reclama 
una articu lación coherente y, ele otra, deberá manifes­
tarse en una diversidad de políticas de suelo que, nor­
malmente, van a concretarse en el ámbito municipal. 

Pe ro si importante es la integración <le las diversas 
políticas de suelo, no lo es menos el objetivo final que se 
persigue a través ele estas actuaciones. Se trata, en lo 
que aquí interesa, de un objetivo muy simple, cual es el 
de que exista suelo urbano en buenas condiciones de 
calidad y precio para facilitar la construcción. La políti­
ca de suelo constituye así parte integrante de la política 
de vivienda. En el caso de la vivienda, no puede negar­
se la incidencia de la actuación pública a través de múl­
tiples vías (ayudas directas, legislación sobre alquile­
res, líneas de financiación), de las que la política urba­
nística y de suelo es sólo una de ell as; pero lo cie1to es 
que el comportamiento de la oferta y la de manda se 
atiene a pautas de alguna manera homologables con el 
funcionamiento del mercado de cualquier otro bie n. 
Es por e llo posible , e incluso preciso, prol'u ndizar en el 
análisis de estos comportamientos, especialme nte en 
el punto en que el suelo viene a ser un factor de enorme 
relevancia e n la formación del precio de la vivienda. 

La redacción de la revista ha considerado de inte rés 
agrupar bajo e l epígrafe Políticas de suelo, mercado de 
viv ienda una serie de monografías que abordan las ma­
terias expuestas desde distintos ángulos y perspectivas, 
si bien con un hilo conductor determinado: la interac­
ción de los diversos insb11mentos de intervención del 
suelo y su incidencia en el mercado inmobilia1io. Y, pa­
ra empezar, nada mejor que destacar la importancia del 

concepto mismo de territorio. En el mtículo Estado au­
tonómico,gobierno del territorio. Luciano Parejo 
aboga por un concepto amplio, conforme al cual, más 
allá del suelo, el territorio es prácticamente el mundo 
entero en el que está y al que se enfrenta el hombre, el 
mundo de las cosas en sentido jurídico (los inmuebles). 
A partir de esta concepción, de fi ende la necesidad de 
deslindar y articular respectivamente la ordenación del 
territorio y la ordenación urbanística, así como de pro­
ceder a una rede1lnición del urbanismo y exrpone a con­
tinuación los presupuestos b::lsicos necesarios para la 
efectividad de una política de ordenación tenitorial en 
el Estado autonómico. E l autor pone de relieve las de­
ficiencias del ordenamiento vigente y da cuenta de las 
soluciones que contie ne la diversa legislación sectorüJ 
en materias tales como agua, costas, carre teras, puertos 
o transp01tes terrestres, para terminar esbozando unos 
apuntes de lo que puede llegar a ser una solución legis­
lativa general. 

Por su parte , Jesús Leal, bajo la rúbrica Instrumen­
tos de intervención sobre el suelo, se refiere específica­
mente al planeamiento urbano, como instrumento fun­
damental de la política de suelo, y se pronuncia a favor 
del establecimiento de una legislación específica que fi­
je las líneas de las políticas territmiales y urbanas, a la 
vista de las competencias auto nómicas sobre el urbanis­
mo y la ordenación del territorio. Analiza igualmente el 
autor los instrumentos económicos y juridicos de inter­
vención sobre el suelo, destacando que, desde el punto 
de vista de la política económica del suelo, el problema 
fundamental que se plantea es el de la dispersión de las 
medidas fiscales e n la valoración ele los bienes inmobi­
limios; en tanto que, desde una perspectiva jurídica, el 
problema fundamental sería, en su opinión, el de la di­
sociación enb·c el marco legal y el marco político, que se 
concreta, por ejemplo, en el constreñimiento excesivo 
de la gestión del suelo que se les plantea a las Adminis­
traciones locales con la actual normativa. 

Agustín de Asís ofrece un completo panorama de 
las diversas normas dictadas por las Comunidades Au­
tónomas en e l artículo Posición de las Coniunidades 
Autónomasenlapolítica del uso del territorio, en el que 
además de referirse a la legislación autonómica relativa 
a la organización urbanística y a la articulación de las 
políticas es tatales y autonómicas, des taca los instru ­
mentos jmidicos propios que los gobiernos territoiia-



les han ido diseñando e n la materia. De la rápida pano­
rámic.;a que ofrece el autor sobre la legislación urbanísti­
ca, territo1ial y ele vivienda elaborada por las Comunida­
des Autónomas, se desprende c1uc, l'Ol1 carácter general, 
no se ha producido una gran innovación en relal'ión con 
la legislación estatal, y menos aún en materia ele vivien­
da: los gobiernos autónomos han centrado su interés e n 
la adaptación de instrumentos propios que permitan la 
realización de una politil'a tc1Titorial específica. 

Como muestra <le algunas ele las iniciativas autonó­
micas más sugestivas, se publican dos colaboraciones 
suscritas por los responsables del urbanismo e n la Co­
munidad Valenciana yen la de Madrid , respectivamen­
te. El proyecto de Ley de Medidas de Política Territo­
rial, Su elo y Urha11ismo de la Comunidad de Madrid es 
expuesto ponne norizadamente por José María Ez­
quiaga; manifiesta el autor cómo la opción ele una Ley 
de Medidas responde a un doble desafío: el acierto en 
la identillcación ele los proble mas y el acierto en el di­
seño de los instrumentos que puedan plantearse desde 
la actual legislativa, en un contexto de innovación e n el 
marco normativo estatal y ele debate acerca del suelo y 
del papel que e n relación al mismo deban jugar las re­
gulaciones urbanísticas. El artículo aborda sucesiva­
mente el Plan General de Estrategia Tenitorial, las ac­
tuaciones de interés regional, el fom ento ele la con­
certación social y la cooperación administrativa, las in­
novaciones relativas al planeamiento urbanístico, la de­
fensa del suelo no urbanizable y la potenciación de los 
instrume ntos de gestión urbanísti ca municipal, para 
acabar refiriéndose a las medi<las que el proyecto con­
tiene e n relación con la dinamización del mercado del 
suelo y de la vivienda. Gerardo Roger suscribe el ar­
tículo La Ley del Suelo de la Comunidad Valenciana: 
una ordenación territorial integrada , a lo largo del cual 
e>qJliea la necesidad de superar la supuesta dicotomía 
entre plan y mercado, afrontando directamente el ver­
dadero proble ma, que en su opinión no es otro que las 
gravísimas tensiones generadas por la estructura oligo­
monopolística del mercado, que otorga al propie tario 
de suelo una posición hegemónica; e l autor for11111la, ele 
otra parte, un completo r('paso a la política urbanística 
abordada por la Generalidad Valenciana, plasmada b<1-
sicarnentc en la Ley de Orde naci611 del suelo no urba­
nizable y en el proyecto de ley reguladora de la activi­
dad urbanística, actualme nte e n tramitación. 

Corn o colofó n a este núrnero monográfi co se han 
agrupado dos colaboraciones en las que se analiza el 
me rcado ele la vivien<la y sus relaciones con la política 
de sucio. En primer lugar, Juan Angel Hierro, en la 
colaboración Precio del suelo y gasto en viuienda. Rela­
ción y consecuencia de un modelo de inversión en v i­
vienda, intenta modelizar la relación entre precio de 
sue lo y cantidad de vivienda construida, para concluir, 
entre otros extremos, que es evidente que un aumento 
siste rnútico <le la ofeita del suelo, ordenada urbanísti­
came nte hacia la promoción de nuevos centros de acti­
vidad y atendiendo alas pre fere ncias dominantes en el 
mercado, ha <le redundar en reducciones importantes 
de l pn'cio. Por su parte, Julio Rodríguez suscribe 
Precios de la v ivienda en Espaífa 1985-1994. Incidencia 
del coste del suelo, en el que tras esbozar una aproxima­
ción a los factores de terminantes en la formaci6n de los 
precios de la vivienda, aborda el examen de la estructu­
ra te rri torial de tales precios en España, así como un 
análisis igualmente territorial del coste del sucio en las 
promociones in mobiliarias, tanto ele vivienda de pro­
tección ofi.cial como de vivie ndas libres, todo e llo en ba­
se a datos del Banco Hipotecario de España. 

La sección Estadísticas recoge un te ma especial­
mente relacionado con la monografla; en efecto, Juan 
Vicente García Castillo escribe sobre El mercado de 
la vivienda en la ciudad de Valencia, analizando la evo­
lución de los precios de oferta para venta de viviendas 
en una concreta ciudad, para deducir ele ello por apli ­
cación del método residual y de acuerdo con el siste ma 
de valoración catastral, la evolución de los precios del 
suelo, u na vez obtenidos los costes de construcción me­
diante el análisis de los datos contenidos de los regist ros 
catastrales y de otros publicados por revistas especiali­
zadas. 

Completa esta entrega <le la revista CT/Catastro la 
sección Normativa y jurisprudencia, e n la que Rafael 
Gil escribe sobre las Leyes Urbanísticas de las Conw­
n idades A11tonómas, recogie ndo una completa des­
cripción de tal normativa, que a efectos expositivos di­
vide e n dos períodos o etapas: la prime ra, que transcu­
rre desde 1981a1990; y la segunda de 1990 hasta la 
fecha. En ambos casos agrupa los diversos preceptos 
respecto a gestión urbanística, suelo no urbanizable, 
gestión, valoraciones y medidas de intervención en el 
mercado del suelo y de la vivienda. • 
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